Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y CONVIVENCIA 


(Sesión celebrada el día 16 de julio de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:08). 


—De acuerdo con el artículo 159 del Reglamento de la Cámara de Senadores, corresponde 
designar al vicepresidente de la comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Propongo al señor senador García. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota). 

—6 en 7. Afirmativa. 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da cuenta del siguiente). 


«La señora Presidente del Senado, Lucía Topolansky, recibe petitorio de Latinoamericanos 
Motociclistas Asociados (LAMA), el cual nos hace llegar, relacionado con la inseguridad que perciben 
en el país. Fue repartido por correo electrónico en la mañana de hoy». 


—Estamos en condiciones, entonces, de recibir al señor ministro del Interior, Eduardo Bonomi 
y su equipo asesor, quienes asisten para brindar información sobre el sistema El Guardián. 


(Ingresa a sala el ministro Eduardo Bonomi y asesores). 


—Damos la bienvenida al señor ministro del Interior, Eduardo Bonomi, que viene acompañado 
por el comisario general (r.) Mario Layera, director de la Policía Nacional, y por el comisario general (r.) 
doctor Hugo de León, subdirector de la Policía Nacional. 


Sin más, los dejamos en el uso de la palabra a los efectos de que abordar el abordar el tema 
objeto de esta convocatoria de parte del señor senador García: funcionamiento del sistema 
denominado El Guardián. 


Queremos resaltar que el señor ministro estaba interesado en que se realizara lo más pronto 
posible esta reunión y, por tanto, consideramos oportuno tratar este tema en la primera sesión ordinaria 
del mes. 


SEÑOR GARCÍA.- Gracias, señora presidenta. Agradezco la presencia del señor ministro y del equipo 
asesor que lo acompaña. 


Como es de conocimiento de los integrantes de esta comisión, en reiteradas ocasiones 
durante los últimos tres años hemos considerado todo lo atinente al sistema El Guardián. En alguna 
circunstancia, el señor ministro fue convocado especialmente y, en otras, se realizaron pedidos de 
informes. Es decir que, desde el punto de vista parlamentario, se hizo el seguimiento necesario 
siempre con el objetivo de tener claro cuáles eran los controles que iba a tener este sistema, de forma 
tal de garantizar los derechos individuales de las personas y que este sistema no sería utilizado, bajo 
ningún concepto, con otros fines que no fueran aquellos que los que un juez determinara para la 
persecución criminal. 


En una de las últimas solicitudes, se informó por parte del Ministerio del Interior y de la 
Suprema Corte de Justica que el corazón de esas garantías —el centro de esas garantías— estaría dado 
en un memorando de entendimiento que efectivamente se firmó el 1. de diciembre del año 2015 entre 
el presidente de la Suprema Corte de Justicia de entonces, el fiscal de corte y, en representación del 
Ministerio del Interior, por el señor subsecretario, el licenciado Jorge Vázquez. Ese corazón iba a estar 
dado por dos artículos que están incluidos en el memorando: el décimo primero y el décimo segundo. 


El artículo décimo primero obligaba a la Unatec a remitir trimestralmente un informe a la 
Suprema Corte de Justicia sobre las interceptaciones legales gestionadas por el SAIL, con el formato 
que oportunamente se acordara entre las partes. Dicho artículo establece que en ese reporte se 
detallarán cuantitativamente las solicitudes de interceptación legal de comunicaciones ingresadas en el 
SAIL y las aprobaciones y los rechazos por cada juez penal, así como los tipos y cantidades de 
medidas dispuestas discriminadas por operadora telefónica. Oportunamente la Suprema Corte de 
Justicia designará la autoridad que recibirá estos reportes trimestrales. 


El artículo décimo segundo dice que el Ministerio del Interior instrumentará un convenio entre 
dicha cartera, el Poder Judicial, la Fiscalía General de la Nación y las operadoras de 
telecomunicaciones en el que estas últimas asuman la obligación de proporcionar a la Suprema Corte 
de Justicia la información detallada de las medidas de interceptación efectivizadas, discriminada por 
cada magistrado, así como los tipos y medidas dispuestas en los términos que se acordarán. Una vez 
firmado dicho documento, el Poder Judicial reglamentará el mecanismo por el cual solicitará a las 
operadoras de telecomunicaciones el detalle de las medidas de interceptación efectivizadas, de 
acuerdo a la normativa vigente; y en caso de constatar inconsistencias actuará en consecuencia. Es 
decir, este es el corazón de las garantías establecido en el memorando. 


Más de tres años después, pero efectivamente dos años después de haber comenzado la 
operación del sistema El Guardián, tomamos conocimiento de que estos dos artículos no tuvieron 
implementación. Es decir que, por un lado, el sistema opera, intercepta, tanto telefonía como redes 
sociales o correos electrónicos, pero el corazón de las garantías acordado no está funcionando porque, 
por lo que sabemos, desde mayo del año 2017 a la fecha no se cumplió por parte del Ministerio del 
Interior con la remisión trimestral de la Unatec de la información que se solicitaba tanto en cantidad 
como en calidad. Y, por otro, tampoco se implementó lo que establecía el artículo décimo segundo que 
preveía el convenio con las operadoras, para tener justamente el último eslabón de la cadena y 
verificar que con el resto de los eslabones todas las interceptaciones correspondan a una orden 
judicial. 


Dada la información que brindó la semana pasada cuando salió de la comisión y los 
periodistas le preguntaron sobre este tema, le queremos pedir al señor ministro información concreta 
sobre si efectivamente la Suprema Corte de Justicia cumplió con el artículo décimo primero, es decir 
con designar la autoridad que recibiría estos reportes trimestrales a partir del mes de mayo del año 
2017. Reitero, queremos saber si efectivamente la Suprema Corte de Justicia cumplió con eso que 
había acordado con el Ministerio del Interior y con la Fiscalía General de la Nación. Y si cumplió, 
queremos saber por qué no se cumplió por parte del Ministerio del Interior con lo que estaba obligado a 
hacer según el acuerdo entre las tres partes a partir de mayo de 2017. 


En cuanto al artículo décimo segundo, es decir el que disponía que el Ministerio del Interior 
debería instrumentar un convenio con las operadoras, tanto la estatal como las privadas, si no se 
cumplió, nos gustaría saber en qué estado está ello y cuáles fueron las razones por las cuales no se 
cumplió. 


En definitiva, nos interesa saber cuál es la razón por la que no se pudo cumplir con lo que 
establecen esos dos artículos, que son el corazón, el cerno del cumplimiento de las garantías 
establecidas para un sistema que, como todos sabemos, atañe a circunstancias muy sensibles, que 
como tales, requieren de dichas garantías para que no acontezca nada fuera del ámbito de una 
autorización legal, por parte de ninguno de los eslabones de la cadena. 


Esto es para empezar, señora presidenta. 


SEÑOR MINISTRO.- Como siempre que vengo a este ámbito o en instancias similares, se dan dos 
condiciones: se produce en la convocatoria lo que se produce en la prensa. Por tanto, no voy a 
responder directamente sin antes entrar en algunos antecedentes que creo que se han confundido 
gravemente en la prensa. 


El Guardián no es un instrumento del Gobierno ni de ningún partido político, sino un 
instrumento del país. Durante todo este tiempo se ha echado sombras sobre el instrumento y creo que 
es un error bastante grave, que es necesario aclarar. 


En varias oportunidades —el señor senador lo mencionaba-—, explicamos cómo funciona El 
Guardián y hemos dicho que, con o sin control, no se puede oír a nadie sin que un juez penal lo haya 
autorizado. Quienes establecen la comunicación, no son ni el Ministerio del Interior ni la Policía, sino 
las telefónicas. Son las propias telefónicas las que, cuando el juez con la llave, representada en su 
firma digital, lo autoriza y abre la posibilidad. Por tanto, el Ministerio del Interior no puede hacerlo. 
Entonces, no es correcto decir que por falta de control se puede haber escuchado a alguien a quien no 
se había autorizado a escuchar. Esto se dijo por todos lados en la prensa y es grave. Y a confesión de 
parte, relevo de pruebas: el señor senador acaba de decir que conoce cómo funciona el sistema. Por lo 
tanto, sabe que las garantías están dadas por la forma de su funcionamiento. 


Hay otros errores, como creer que es la información del Ministerio del Interior la que permite 
el control. No es la información del Ministerio del Interior la que permite el control, sino la información 
de las telefónicas. Si el Ministerio del Interior, la Policía o quien sea no se ajusta a lo que pasó, la única 
forma que tiene la Suprema Corte de Justicia para hacer la constatación es con el informe que brindan 
las telefónicas; ese es el corazón del control. 


Ayer nos reunimos con representantes de la Suprema Corte de Justicia y llegamos a la 
conclusión de que la redacción que tiene el artículo décimo segundo y parte del décimo primero es 
errónea, porque el que establece el control es la Suprema Corte de Justicia. Entonces, quien tendría 
que haber planteado acá que se tiene que instrumentar el convenio es dicho organismo y no el 
Ministerio del Interior. Esto es así, por dos razones: una formal, porque es la que ejerce el control; otra 
de contenido, ya que las telefónicas no responden a pedidos del Ministerio del Interior. Recordemos 
que si no hay una orden judicial no dan la información. 


El convenio lo hemos planteado desde que está este memorando en pie y no hemos tenido 
respuesta por parte de las compañías telefónicas. Una de ellas plantea que si no hay una orden judicial 
no va a dar ninguna información. Cuando hablamos ayer sobre este tema con la Suprema Corte de 
Justicia nos dijeron que ellos tampoco son efectivos en esto, que como Suprema Corte de Justicia no 
pueden pedirle la información a las telefónicas. Esto se tiene que hacer por dos caminos. Uno, es que 
lo resuelva un juez penal y, otro, que se resuelva por ley. 


A esos efectos, la semana que viene tenemos una reunión con las compañías telefónicas, la 
Fiscalía General de la Nación y la Suprema Corte de Justicia para proponer un proyecto de ley de dos 
artículos, porque, si no, no hay forma de que las compañías telefónicas den información. Recuerdo un 
antecedente: cuando el representante Germán Cardoso dijo en sala que lo estábamos escuchando, 
nosotros le sugerimos que hiciera la denuncia penal, pero como no la hizo él, la hicimos nosotros. 
Antes de que hiciéramos la denuncia penal habíamos pedido una auditoría de la Auditoría Interna de la 
Nación y tampoco se tuvo éxito porque una auditoría a pedido del Ministerio del Interior las compañías 
telefónicas no la cumplían, no daban información. Entonces, a través del juez penal se ordenó la 
auditoría y ahí sí las telefónicas dieron información a la Auditoría Interna de la Nación. Justamente, lo 
que quería hacer era asegurar que todas las interceptaciones telefónicas ingresadas al sistema El 
Guardián, en el período comprendido entre noviembre de 2016 y mayo de 2017, tuvieran una orden 
judicial que las respaldaba. La conclusión fue que todas y cada una de las interceptaciones tenían una 
orden judicial que las respaldaba. Este fue el único control que hubo a pedido de nosotros, pero 
denunciando ante un juez penal; si no, no lo podemos hacer. 


Pues bien, punto tiene que ser modificado porque, tal como lo expresó el señor senador, 
nosotros no podemos instrumentar el convenio. Por eso, tendremos una reunión entre el Ministerio del 
Interior, el Poder Judicial, la Fiscalía General de la Nación y las operadoras de telecomunicaciones y 
ver qué sucede. Pero, como dije antes, la propia Suprema Corte de Justicia ha manifestado que puede 
obligarlos a que nos den información. Precisamente, esa es la información que se requiere para el 
control. 


En el otro punto, la pregunta concreta era si la Suprema Corte de Justicia cumplió. El otro 
día, cuando informé afuera, cometí un error porque dije que no habían designado a la persona, pero a 
la persona la habían designado en el año 2017; lo que no se había hecho era acordar entre las partes 
cómo se pasaría la información. No hubo un acuerdo entre las partes sobre cómo se iba a pasar la 
información y, por lo tanto, no se cumplió a cabalidad lo que indicaba el artículo décimo primero. 


Hago un paréntesis para aclarar que en el 2017 nadie nos pidió la información, sino que se 
designó quién la va a recibir, pero no se acordó cómo iba a ser la forma de recepción y de envío, cosa 
que sí se dejó establecida en el día de ayer. 


Volviendo al tema, si nosotros hubiéramos pasado la información, la Suprema Corte de 
Justicia no podía controlar que fuera veraz lo que le pasábamos. Se necesitaba el otro aspecto, y el 
otro aspecto no está solucionado. 


Hemos respondido las dos preguntas, pero quiero insistir en lo siguiente. Hemos informado en 
todos lados —a la comisión en esta misma sala, en el Senado, a la prensa y en conferencia de prensa— 
cómo funciona El Guardián. De todas maneras, aunque se sepa, voy a reiterarlo porque después se 
vuelve a decir que se escucha a gente que no se debería escuchar, pero no se puede. 
Anteriormente, las interceptaciones legales se hacían a solicitud de alguno de los organismos de la 
Policía —eran veintidós unidades ejecutoras—, y tenía que hacerlo ante un Juez. Si el Juez entendía que 
era pertinente, extendía un papel firmado autorizándola, y la gestionaba la Policía en las telefónicas 
que lo que hacían era generar un segundo teléfono que recibía a través de un cable la información. Así 
escuchaba el que había solicitado la interceptación. Esas eran las interceptaciones legales. Así 
funcionan las interceptaciones legales. Lo aclaro porque algunos estamos acostumbrados —varios 
hemos pasado por esas escuchas- a que antes se subieran a las columnas telefónicas y a través de la 
conexión de un borne al cable, nos escucharan de forma ilegal. 


Entre los problemas detectados está el de los funcionarios policiales y de las telefónicas que 
acordaron escuchas que no estaban autorizadas. Por esa razón, hemos ido a un sistema más 
garantista como es El Guardián. Garantista, porque ahora si cualquiera de las veintidós unidades 
solicita la interceptación, el primero que analiza la situación es la mesa de El Guardián y si considera 
que corresponde la interceptación, da cuenta en ese momento al fiscal del caso —antes, cuando se 
firmó el memorando de entendimiento— se le informaba al Juez. El fiscal del caso lo tramitaba ante el 
juez, quien lo autoriza con la firma electrónica. Vuelvo a decir, quien establece la comunicación es la 
telefónica, no la Policía, y lo deriva a la mesa de El Guardián, y esa escucha será emitida en la unidad 
que lo solicitó. Entonces, no hay forma de que se escuche alguien que no se debe. No es posible. Por 
tanto, confundir con esto a la población, nos parece sumamente grave porque pone en jaque un 
instrumento del Estado. 


SEÑOR GARCÍA.- La preocupación no es solo de algunos miembros del Senado, sino, también, de la 
Suprema Corte de Justicia. Ayer, el ministro Chediak dijo a los medios que no se sabía si el Ministerio 
del Interior hizo o no interceptaciones ilegales. Si el ministerio considera que esta afirmación dicha por 
un senador es grave, me imagino que debe ser tan grave como si la dice un ministro de la Suprema 
Corte de Justicia. Quiere decir que hay varios preocupados, y si bien no podemos afirmarlo, tampoco 
podemos descartarlo. A nuestro entender, la preocupación debería estar en el cumplimiento de las 
garantías y no en tratar de convencernos a nosotros y a la Justicia, del funcionamiento de un 
mecanismo que no conocemos. Me consta que, en 2015, la Suprema Corte de Justicia cuestionó no 
conocer este funcionamiento, razón por la cual el Ministerio del Interior se quejó por ese 
desconocimiento que alegaba la Justicia. 


En ese mismo año 2015, o sea hace cuatro años, el Ministerio del Interior informó a la 
Suprema Corte de Justicia que estaba en un proceso de instrumentación con las operadoras. Hoy 
estamos acá porque hubo una investigación periodística y porque desde el Parlamento, desde esta 
comisión, planteamos la necesidad de hablar de estos temas, porque de lo contrario este asunto no se 
movía; esa es la realidad. Todo esto que ahora se anuncia con respecto a un proyecto de dos artículos, 
de modificaciones en el memorando de entendimiento, de equivocaciones en ese memorando, surge 
porque hubo una investigación periodística y no por la voluntad del Ministerio del Interior. Esto se dio 
después de una investigación pública y de acciones parlamentarias; eso es lo objetivo. No hubo 
voluntad del Ministerio; se trata de una voluntad forzada en virtud del conocimiento público de la 
situación. 


Reitero que es muy fuerte lo que afirma la Suprema Corte de Justicia y lo que volvió a 
sostener después de la reunión con el equipo del ministerio. 


Es notorio que existe un cambio de posición por parte del ministerio, pero ese cambio ocurrió 
la semana pasada, porque a la pregunta que hacíamos con respecto al numeral 11 del entendimiento y 
a por qué no se había remitido la información trimestral —cabe aclarar que en dos años se deberían 
haber remitido ocho informes— el argumento que esgrimió el ministerio el martes de la semana pasada 
fue que no lo había hecho porque la Suprema Corte de Justicia no había designado a una persona que 


recibiera esa información. Esto duró poco, porque la Suprema Corte de Justicia puso arriba de la mesa 
un documento con un sello de recibido en la Dirección General del Ministerio del Interior. Ahora el 
argumento no es que no había una persona para recibir el informe, sino que la información del 
ministerio no permite control. Ante esto, me pregunto por qué no se dijo eso la semana pasada; parece 
que se trata de un blanco móvil, ya que el ministro cambia el argumento en apenas unos días. Hoy el 
argumento es otro y es que, en verdad, aunque la información se dé no sirve. Ese es el argumento que 
expuso hoy. La realidad es objetiva. 


Se agrega que hubo un error de redacción en los artículos 11 y 12 del memorando de 
entendimiento y, además, se culpa de ello a la Suprema Corte de Justicia. Si es así, ¿para qué firmó el 
artículo 11 el ministerio? ¿Por qué una vez detectado el error hace cuatro años no se corrigió? No se 
hizo, y hoy, después de que el tema tomó estado público, se plantea la falta de controles. Eso se podía 
haber modificado una vez que la operativa comenzara a funcionar y se dieran cuenta de que no era 
bueno lo que se había firmado. Recién cuatro años después se viene a reconocer acá que lo que se 
firmó tenía errores. Repito que se reconoce el error porque públicamente se conoció que no se estaba 
controlando. 


Por otro lado, el informe de la Auditoría Interna de la Nación es del período que va de 
noviembre de 2016 a mayo de 2017. Precisamente, en mayo de 2017 debería haber empezado a 
operar la remisión de informes a la Suprema Corte de Justicia por parte de la Unatec. Esto significa 
que el informe de la Auditoría Interna de la Nación no tiene ningún valor a los efectos de lo que 
estamos hablando, ya que es previo al funcionamiento reglado que se había estipulado en el 
memorando, que se hizo en mayo de 2017. Justamente, desde ese mes hacia atrás fue que actuó la 
Auditoría Interna de la Nación. 


Con respecto a las telefónicas, es obvio que se trata de una parte muy importante. En el año 
2015 se informó por parte del ministerio que tenía avanzado un entendimiento con las telefónicas y 
cuatro años después se nos dice que no es posible. Obviamente, la información que se nos da 
confirma que los controles previstos no se cumplieron y que, además, ni nosotros, ni la Suprema Corte 
de Justicia, estamos en conocimiento de cómo es efectivamente el funcionamiento. Esto no parte de la 
confianza en las personas, sino de las seguridades del contrato; por algo se establecen marcos 
normativos. No se trata de creer o no; hay acuerdos que son firmados por instituciones muy 
importantes del Estado, como el Ministerio del Interior, la Fiscalía General de la Nación y la Suprema 
Corte de Justicia. Aún no hemos escuchado la opinión del señor fiscal de corte; lo único que puedo 
decir es que me llamó por teléfono hace dos o tres días, pero no ha hecho pública aseveración alguna, 
por lo que no corresponde más que conocer que hablamos telefónicamente del tema a su pedido. 
Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia planteó exactamente los mismos cuestionamientos que 
estamos planteando nosotros. 


Me parece que lo más importante es el reconocimiento de la falla en los controles y las 
garantías contractuales, es decir, normativas regladas de que estos controles se cumplan. Todo lo 
demás es parte de cosas que se van cambiando de acuerdo con las circunstancias y pertenecen a 
derechos esenciales de las personas, como es el derecho a la privacidad. Este es un derecho humano 
básico como la libertad de expresión y nadie puede violar esa privacidad sin una orden judicial. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor senador García ha trasmitido una cantidad de conceptos y me parece 
que las cosas son un poco más fáciles. 


¿Hay alguna forma para que el Ministerio del Interior, la Policía, un comisario o el servicio de 
inteligencia de la Policía puedan escuchar sin que exista orden judicial? Por lo que yo entendí, no, 
porque las telefónicas, que son las que hacen el enganche a «El Guardián» no lo concretan si no 
tienen orden judicial. O sea que el primer control está claro; se ha cumplido siempre. Eso fue lo que yo 
entendí de lo que dijo el señor ministro y de lo que ha aparecido en la prensa. 


Entiendo que hay un segundo control, a iniciativa del Ministerio del Interior, para que a pesar 
de que no se puede escuchar a nadie porque las telefónicas no hacen el enganche con «El Guardián», 
hubiera una corroboración de cantidad de pedidos de escuchas —información que ¡ba a dar al Ministerio 
del Interior—, con cantidad de escuchas, información que iban a dar las telefónicas. Este es un segundo 
control, pero el primer control —reitero— funcionó. 


Escuché al doctor Chediak decir que incluso las telefónicas se niegan a dar la información de 
la cantidad de escuchas que han hecho, salvo a un juez penal —no a la Suprema Corte de Justicia— y, 
por lo tanto, hasta podría necesitarse un proyecto de ley para que obligue a las telefónicas a dar 


información de cantidad de escuchas, no a quién escucha. Estamos hablando del segundo control, no 
del primer control, que está claro. Solo un juez penal puede ordenar a las telefónicas que hagan el 
enganche y, si estas no lo hacen, no hay escucha posible. Respecto al segundo control, el acta de 
entendimiento se firmó en 2015 y en el 2017 la Suprema Corte de Justicia dio una información. 
Obviamente, eso no tuvo la celeridad correspondiente, pero ahora que todo se está moviendo las 
telefónicas —aunque el ministerio va a hablar y creo que la Suprema Corte de Justicia también— 
tampoco van a dar la información si no hay un marco legal, porque podría estar afectando la privacidad 
de las personas, aunque en este caso no se les está pidiendo de qué teléfonos se trata, sino de 
cantidad de escuchas pedidas por el ministerio y otorgadas por ellas. Además, si fuéramos estrictos 
deberíamos decir que tampoco es un control perfecto, porque si no se tienen los teléfonos, hay fallas. 
Aclaro que estamos hablando del segundo control, porque la privacidad de las personas es muy 
importante y se puede llegar a entender que el Ministerio del Interior o la Policía pueden escuchar a 
cualquiera. Tiene que quedar claro que eso no es así. Y aclaro que es por el Estado uruguayo y no por 
el partido que gobierna. 


Si eso está claro, quiero hacer una pregunta. El ministro dijo que cuando la Policía —o el fiscal 
hablando con ella— resuelve que debería hacerse una escucha, se va a un lugar centralizado —porque 
ya no hay 22, 23 o 24 ejecutoras—, se vuelve a hablar con el fiscal y, si están de acuerdo, se le pide al 
juez. Pero en todo esto hay un detalle: todo ese proceso es reservado, entonces, ¿el ministro o las 
autoridades de la Policía —salvo quien lleva la investigación— están enterados de a quién se está 
escuchando? 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: realmente no sé de dónde se pueden sacar afirmaciones 
como «el corazón de las garantías». Creo que el meollo del asunto es lo que afirmaba el senador 
Michelini, porque tiene que ver con el tema de los usos y las garantías. Este sistema no puede ser 
utilizado sin orden judicial y eso debe quedar claro. Y las garantías las brinda el propio sistema. 


La Policía, en coordinación con la Fiscalía, puede estar realizando una investigación y llegar a 
la conclusión de que es necesaria una interceptación legal. Se hace un análisis de apreciación, se 
solicita al juez y este es quien lo ordena. Eso debe quedar claro, porque no se pueden realizar 
afirmaciones livianas. El corazón de las garantías es el sistema judicial y el Estado de derecho 
uruguayo. 


Comparto absolutamente lo que dijo el ministro al principio: es de una gravedad extrema 
poner en duda las garantías institucionales que brindan los operadores de la Justicia. Eso hay que 
señalarlo claramente, porque no se pueden disponer interceptaciones legales sin orden judicial. 


Se llegó a un acuerdo con la Suprema Corte de Justicia y la Fiscalía sobre este sistema y se 
trabajó muchísimo para ponerlo en funcionamiento, porque existían militantes en su contra. Lo que no 
era garantista es lo que existía anteriormente que, como dijo el ministro, tenía 22 sistemas de 
interceptación legal. Entonces, me parece que es de una gravedad extrema poner en duda el sistema 
que brinda la institucionalidad uruguaya. 


Por otra parte, me parece relevante lo que señaló la Auditoría Interna de la Nación, que en 
cualquier momento puede realizar una auditoría de seguimiento. Ella realizó un informe que fue 
categórico: todos los teléfonos interceptados por la Policía nacional cuentan con la orden judicial 
correspondiente. Lo grave, señora presidenta, es que no se puede recurrir a cualquier tipo de 
argumentos para generar una desconfianza al Estado de derecho, sobre todo si hay partidos políticos 
que aspiran a gobernar. Esto debe quedar claro, porque no se puede poner en tela de juicio la 
institucionalidad uruguaya. 


SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar, quiero señalar que una cosa fue mi respuesta ante la prensa, 
cuando me hicieron 25 preguntas sobre el caso Morabito y en el momento en que me iba me 
plantearon esto, y otra cosa es venir y tratar el tema. En la sesión anterior había dos temas, pero el 
segundo quedó para hoy y no lo tratamos. Si lo hubiéramos tratado, quizás habría estado mucho más 
cerca de lo que estoy diciendo ahora, porque eso hubiera permitido encarar el tema con globalidad. En 
esa instancia se planteó una pregunta aislada. Nadie me consultó sobre el funcionamiento del sistema, 
sino que me preguntaron otra cosa. 


Por otro lado, confundir un memorando de entendimiento con las garantías me parece que es 
un error muy grande. Creo que las garantías surgen del código del proceso, no de un memorando de 
entendimiento, y el cumplimiento del código del proceso está controlado por la Fiscalía y por un juez. 
Digo esto porque en la sesión anterior el señor senador García me preguntó de quién dependía 


Asuntos Internos. La respuesta que le di fue que en el funcionamiento cotidiano depende de mí, pero 
en el caso planteado en la pregunta del señor senador García, depende del Fiscal, porque estaba 
actuando como auxiliar de la Justicia. Y cuando la Policía pide una interceptación, es porque está 
actuando como auxiliar de la Justicia. Por lo tanto, el que está enterado de qué interceptación se pide 
en un momento era el propio juez y ahora es el fiscal. Yo no me entero, porque el director de la Policía 
no viene a decirmelo. En el trato con la Fiscalía se solicita la interceptación, se estudia el caso, se le 
dice al fiscal que para seguir avanzando se necesita y este lo valora. Cuando resuelve, da vista y 
solicita la interceptación ante el juez. Entonces, no es como lo pinta el señor senador García acá y 
cómo lo pinta ante la prensa. Este es un trato entre quienes están actuando en el marco de la Justicia y 
no en el marco de un ministerio que tiene una gran cantidad de cosas para resolver. Insisto, el ministro 
no se entera y está bien que sea así, porque en otras ocasiones, tiempos ha, muchas veces cuando se 
enteraban quizá frenaban la interceptación, dependiendo de a quién fuera. Entonces, esto no es como 
se lo está planteando. 


Por último, yo no vengo a decir una cosa hoy y otra mañana porque sí. Hoy dije algo que 
surgió de una reunión de ayer, y el que señaló el error en esa instancia no fui yo. Fue un integrante de 
la Suprema Corte de Justicia, que dijo que el texto estaba mal redactado, porque no puede decir que el 
Ministerio del Interior instrumentará un convenio. El que tiene el control no es el Ministerio del Interior, 
sino la Suprema Corte de Justicia. Entonces, no puede ser que el Ministerio del Interior sea el 
responsable de la interceptación, de seguir los pasos de la interceptación y después de controlar e 
informar a la población que lo hizo bien. La que tiene esa responsabilidad es la Suprema Corte de 
Justicia, y fue esta la que señaló que decir que el Ministerio del Interior instrumentará el convenio está 
mal. 


Por otra parte —y aquí termino esta intervención—, quiero decir que es cierto que pasaron dos 
años desde que se firmó el memorando de entendimiento. Dos años después nos informaron sobre la 
persona. Y, al igual que el señor senador García, creo que a veces el periodismo mueve muchas cosas. 
También movió que la Suprema Corte de Justicia, dos años después —desde 2017, nos diga que nos 
habían informado sobre la persona que iba a recibir. ¡Dos años después! 


Nosotros fuimos omisos fue porque tuvimos un error administrativo; yo no estaba al tanto de 
esa comunicación. El director de la Policía tampoco lo sabía. Fue por esa razón que tuvimos un error 
de omisión. Pero quienes sabían que habían nombrado a la persona no nos lo recordaron hasta dos 
años después. Quizás la movida de prensa agitó muchas cosas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor ministro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a ser claro. Este es un tema que he seguido por las declaraciones 
públicas. 


Me llama la atención que haya un cuestionamiento porque un senador pida que el ministro dé 
información sobre el tema, y que por eso se diga que se está faltando a la institucionalidad del Uruguay 
y de las instituciones jurídicas del país cuando, indudablemente, hubo un error público del ministro. Fue 
evidente. 


El ministro dijo que no estaba funcionando la información porque la Suprema Corte de 
Justicia no había nombrado al enlace. Nos dice ahora que había demorado dos años en designarlo y 
que recién lo hizo en 2017. Y el ministro, en 2019, nos dice que no lo había designado ni siquiera en 
2017. 


Entonces, cuando la Suprema Corte de Justicia emite un comunicado público diciéndole al 
ministro que ella lo designó y que esa no es excusa para que el convenio no funcione, lo lógico es que 
un senador pida que el ministro concurra al Parlamento para explicarnos. Se supone que nosotros 
estamos aquí para controlar que las cosas ocurran como tienen que suceder. 


Sería bueno saber cuándo empezó a funcionar «El Guardián». Si fue en 2015, 2016 o 2017. 
¿En qué año empezó a funcionar? No veo tan omisa a la Suprema Corte de Justicia. 


Esto nos sucede a cada rato con el ministro. Hace unos días nos aseguró que el señor 
Morabito no se había escapado a las once de la noche, o que estaba en duda —está en la versión 
taquigráfica— y que no se debía afirmar que se había escapado a las once de la noche. Y ahora, a los 


tres o cuatro días, salió toda una reseña. Las cámaras mostraban que se había escapado a las once 
de la noche, se fue de paseo hasta Lavalleja y luego volvió a Montevideo. 


Entonces, ¿cómo se evacuan esas dudas? Citando al ministro y preguntándole. Esa es la 
forma de hacerlo. Creo que lo que ha hecho el señor senador García es muy bueno porque, además, 
es algo positivo que toda la comisión se entere bien de cómo funciona esto y cómo son las cosas. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR LAFLUF.- Simplemente quiero hacer algunas apreciaciones. 


En primer lugar, si hay un instrumento como «El Guardián» y pasan casi tres años, período 
en que prácticamente no da la utilidad para la cual fue creada, me pregunto si realmente es necesario. 
Digo esto porque pasaron tres años y recién ahora nos damos cuenta de que no está funcionando 
como debe. La realidad es esa. Y eso es lo que ve la población. 


Lo otro que quiero señalar es qué habría pasado si esto no hubiera saltado públicamente. Tal 
vez podrían haber pasado diez años y estábamos en la misma situación. 


Por otro lado, es cierto lo que dice el señor senador Bordaberry en cuanto a que días atrás 
trascendió por la prensa que no estaba el nombre de quien se iba a encargar en la Suprema Corte de 
Justicia y quizás el señor ministro no sabía pero alguien le tendría que haber aclarado inmediatamente 
y no esperar a que la Suprema Corte de Justicia publicara la resolución con la firma. ¿Por qué digo 
esto? Porque no es bueno que dos instituciones de la jerarquía de un ministerio y la Suprema Corte de 
Justicia estén en este debate público. Esto es lo que ve la gente y no es la primera vez que pasa. 
Quiero recordar que lo mismo sucedió con el nuevo Código del Proceso Penal, cuando el inspector 
Layera decía que no sabían hasta dónde podía llegar la policía e, inmediatamente, el fiscal de corte 
salió a la prensa a decir que él iba a explicar hasta dónde podía llegar. Además, cuando el ministro hizo 
una apreciación sobre el nuevo Código, el fiscal de corte señaló que los fiscales tienen pantalones 
largos y saben lo que tienen que hacer. Eso no es bueno y en este caso es más o menos lo mismo. 
Entonces, nadie se puede enojar porque se los convoque para aclarar ciertos temas. En definitiva, la 
intención es ayudar, por más que aquí se haya hecho referencia a que los partidos políticos aspiran a 
llegar al gobierno, lo que es algo lógico, pero queremos hacer las cosas bien. 


Entiendo que hay que aclarar todo esto, reconocer los errores cometidos y tratar de 
solucionarlos, pero no esperar a que se conozca públicamente para actuar. 


SEÑOR LAYERA.- En relación a la pregunta del señor senador Michelini sobre si en el comienzo y 
ante la iniciativa de una investigación los policías tomaban contacto, vale decir que como auxiliares de 
la justicia presentan el caso al fiscal —también lo puede presentar el fiscal- y en ese momento se toma 
la decisión respecto a realizar el procedimiento de interceptación legal. En ese caso, se tiene en cuenta 
el lugar donde se establece la conexión y se determina si es posible hacer el procedimiento. Una vez 
advertido que se puede hacer, se desarrolla todo el procedimiento que queda sellado con la orden 
judicial electrónica, que se dispara automáticamente hacia el sistema SAIL, que acompaña a «El 
Guardián» donde se va tramitando todo el pedido. Ahí se llevan a cabo otros procedimientos de 
confrontación porque hay otros elementos que deben ser evaluados como, por ejemplo, que el teléfono 
que se va a interceptar no esté ya interceptado o que cuente con algún tipo de inmunidad que no 
permita la escucha. Quiere decir que hay un feedback entre el centro y los jueces. Una vez confirmada 
la interceptación, va hacia las telefónicas. Ese proceso es totalmente reservado y las personas que 
toman contacto con esa situación están bajo la normativa de reserva que tenemos todos los policías. 
Además, en este caso se cuida la compartimentación y ningún policía que no participe en la 
investigación puede tomar conocimiento de esto porque estaría rompiendo la reserva de la 
investigación y, en consecuencia, debería enfrentar responsabilidades legales ante la justicia. Por eso, 
si no tengo una denuncia de irregularidad en el procedimiento, no puedo observar ni controlar 
diariamente todas las interceptaciones legales que se están realizando. En consecuencia, no puedo 
informar, salvo que exista una denuncia 


Con respecto al planteamiento generalizado de que el sistema ofrece dudas, considero que, 
en última instancia, tendrían que conocerlo. Lo mismo le planteamos a la Suprema Corte de Justicia 
cuando se reunió con el ministro: en ningún momento solicitaron ir al centro para sacarse todas las 
dudas que tienen sobre el funcionamiento de El Guardián. No se trata de un aparato al que se le 
aprieta un botón, se teclea un número telefónico o celular e inmediatamente se comienza a escuchar. 


Como se ha dicho acá, no se puede escuchar si la telefónica no aprieta el botón correspondiente para 
entregar la información. 


Además, como es una investigación que ha sido solicitada por un juez, la telefónica tampoco 
puede oponerse a que otros accedan a esa información. Es decir que, en cada hecho y en cada caso, 
es mínima la participación de los que están involucrados en la investigación: como auxiliar de la 
Justicia, el policía; como Justicia, el fiscal y el juez. 


SEÑOR GARCÍA.- Quisiera realizar una breve aclaración con respecto a lo que decía el comisario: a 
mí me consta que la Suprema Corte de Justicia, por lo menos en el 2015, planteó directamente el 
desconocimiento del sistema. Me consta fehacientemente. Lo digo a los efectos de desmentir eso de 
que nunca se planteó el desconocimiento; me consta fehacientemente que sí se planteó. 


La pregunta concreta que quiero realizar tiene que ver con la que formuló el señor senador 
Bordaberry acerca de cuándo había comenzado a funcionar El Guardián. Como en estos días ha 
trascendido públicamente que se va a informar a la Suprema Corte de Justicia lo no informado hasta el 
momento, quisiera saber si nos puede decir cuántas interceptaciones se han hecho por El Guardián 
desde el momento de su puesta en funcionamiento. Asimismo, pregunto si las mismas corresponden — 
lo hablamos fuera de micrófono con los señores senadores Vassallo y Bordaberry— al número de 
personas investigadas. Es decir: ¿cuántas son las interceptaciones que se han hecho desde que 
comenzó el funcionamiento con El Guardián y a cuántas personas? 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR VASSALLO..- Esencialmente, comparto lo que plantearon los senadores de la oposición: una 
de las funciones de la comisión —tanto de esta, como de otras del Senado-— es controlar que suceda lo 
que tiene que suceder. Está bien; es parte de sus funciones. 


Ahora, acá estamos controlando todo un sistema técnico y legal para recabar información 
frente a algunas situaciones. Empecemos por lo esencial: el corazón del asunto —también comparto lo 
que dijo el señor senador García— son las garantías. Eso lo comparto. Sin embargo, a mi juicio, las 
garantías están dadas en tres niveles. 


El primero de ellos es el sistema tecnológico que tiene el país, que significa un salto cualitativo 
con respecto a lo que tuvimos históricamente. Ya lo explicaron el ministro y sus asesores: antes se 
realizaban interceptaciones por múltiples actores del sistema y los controles eran mucho más difusos 
y, a veces, mucho más flexibles. Además, durante el período democrático —todos lo sabemos— se 
interceptaron comunicaciones de dirigentes del sistema político, sindical, etcétera, sobre las cuales 
nunca se rindieron cuentas. Este sistema tecnológico lleva a evitar, sustantivamente, esa dispersión y 
esa falta de controles. Es el primer paso. ¿Puede tener filtraciones? Sí, si después el sistema legal y 
los procedimientos no son los adecuados. 


Luego viene la segunda garantía, que es todo el Código del Proceso Penal. Como parte de 
eso y en el tercer nivel, quien autoriza cualquier escucha es un juez. Entonces, existe un triple sistema 
que va mejorando muchísimo todo lo que tuvimos en el país. Las garantías están dadas y en este país, 
durante estos años, son reales y efectivas. 


Si bien tenemos que controlar que suceda lo que debe suceder —como se expresó en sala—, 
cada partido tiene sus roles. La oposición tiene que tener ese rol de oposición, y naturalmente aspira a 
ganar el espacio que le permita gobernar. Nosotros, como oficialismo hoy, aspiramos a mantener ese 
espacio que nos permite administrar el Estado. Pero tanto la oposición como el oficialismo hoy —en el 
futuro próximo o lejano se verá; a lo mejor cambian las situaciones, los roles— debemos cuidar que no 
se confundan ni hayan dudas sobre las garantías y el derecho, que es el que predomina en este país. 


Cuando no solo se habla para plantear el tema, sino que también se dejan enormes y 
profundas dudas referidas a que las garantías no están dadas, considero que se cae en un error 
institucional y político tanto para el oficialismo como para la oposición, porque es un error para el país. 


Se dijo que el sistema no funcionaba correctamente. Permítanme decirles que creo lo 
contrario: se termina de corroborar que el sistema funciona correctamente; se cumplen todos los 
requisitos de las garantías. ¿Que ha habido algunos errores administrativos o de funcionamiento de 
algunos informes? Sí; creo que lo termina de reconocer el señor ministro. Además, se ha dicho que se 


van a corregir, e incluso se ha dicho que para solucionar algún asunto legal se está pensando en 
elaborar un proyecto de ley. ¡No generemos confusión ni dejemos que un error administrativo ponga en 
cuestión las garantías que están dadas en los procedimientos, porque eso es de una gravedad muy 
fuerte! Es confundir los niveles de crítica. 


Por supuesto que el oficialismo acepta todas las críticas, si son adecuadas y están en su 
nivel, pero desde afuera se plantea que está todo en duda y eso no es así. Lo único que no se ha 
logrado es que la Suprema Corte de Justicia pueda cruzar la información del ministerio con la de las 
empresas telefónicas. Faltó el informe de un lado y del otro. ¿Eso significa que funciona mal? No; 
significa que la última corroboración, que debe ser hecha por parte de la Suprema Corte de Justicia, no 
se ha efectuado. ¿Eso es culpa de uno de los actores? Yo no diría culpa: es desentendimiento, 
desarticulación, defectos que ocurren entre los distintos actores que intervienen en este asunto. 


Es un tema complejo porque hay varios actores muy importantes del Estado nacional: el 
Ministerio del Interior, la Suprema Corte de Justicia y la Fiscalía General de la Nación. También 
intervienen las empresas telefónicas, una de las cuales es del Estado y las otras son privadas. 
Entonces, reitero, quizás falten algunos elementos de articulación, pero podemos resolverlos. Lo que 
no me parece justo, sinceramente, es endilgarle solamente las culpas al Ministerio del Interior y, 
además, poner en cuestión que las garantías de los ciudadanos están en dudas por cómo se opera. 
Creo que eso no es cierto ni justo. 


Para terminar de clarificar este asunto, sugiero que este diálogo —que es con el Ministerio del 
Interior— se amplíe a los otros actores que tienen que ver con el sistema, porque considero que 
también ellos deben dar algunas explicaciones. Me parece que sería bueno escuchar a las empresas 
telefónicas; me parece que sería bueno escuchar a la Suprema Corte de Justicia. Creo que habría que 
abrir la cancha y ver exactamente dónde fallan las articulaciones y los roles de cada uno porque 
parecería que, en el afán político, solamente fustigamos a uno de los actores. Lo fustigamos a un nivel 
que, a mi juicio —-en mi modesta opinión— no corresponde porque las garantías están dadas; falta 
chequear si hay alguna situación que se zafa por algún costado, pero reitero que inicialmente las 
garantías están dadas. 


Entonces, sugiero que deberíamos completar esta información y este diálogo con los otros 
actores del sistema. 


SEÑOR MINISTRO.- Muy brevemente, voy a aclarar lo siguiente. No me quejo del control que puede 
hacer el Parlamento sobre el funcionamiento y sobre los errores; me quejo que ante la prensa se 
confunda un problema que existió con el cuestionamiento del instrumento. Reitero que me quejo de 
eso. El control se puede hacer sin establecer esa relación que se hizo durante varios días. 


Se ha dicho que este sistema no funciona. Al respecto, voy a plagiar al comisario general 
Layera argumentando que la policía tiene varias formas de actuar, pero muchas veces investiga lo que 
pasó, toma huellas, datos, busca rastros, ADN y testigos para resolver lo que efectivamente sucedió. 
Otras policías tienen distinta forma de actuar, pero cuando la policía uruguaya trata de prevenir, lo hace 
poniendo gente en la calle, analiza dónde puede ocurrir algo y actúa allí. Pero hay un instrumento muy 
fuerte que es la escucha, no para el pequeño delito, sino para el crimen organizado. Creo que ha 
funcionado muy bien; no funcionó mal. El comisario general no va a empezar a decir en este ámbito 
qué cosas se han prevenido usando este instrumento, pero son una cantidad. Repito, ha funcionado 
bien, no mal. Acá se está confundiendo un problema que hubo con el mecanismo de control con cómo 
funciona el sistema. Reitero, no tuvo problemas en el funcionamiento, lo hizo correctamente y los 
resultados justifican el haberlo adquirido. 


Podemos decir que el sistema empezó a funcionar en el mes de mayo del año 2016. Ayer 
resolvimos de común acuerdo con la Suprema Corte de Justicia designar una persona para establecer 
un mecanismo que permita pasarse todos los datos desde mayo del año 2016 hasta ahora. 
Probablemente eso quede determinado en esta misma semana, pero no vamos a pasar todos los datos 
hasta que esto quede establecido. Además, personalmente no conozco esos datos; hoy los leí en la 
prensa, pero son cosa de ella. 


Creo que sería muy bueno que antes de la reunión que vamos a hacer el 25 con la Suprema 
Corte de Justicia y la fiscalía se procure, desde aquí, elaborar una ley que exija una auditoría pública y 
periódica vinculada al funcionamiento de El Guardián. Las telefónicas no se van a poder negar ante 
una ley que exige una auditoría pública cada seis meses; la van a tener que hacer. A nosotros esto no 
nos parece nada mal. 


Por último, aclaro que nuestra relación con la Suprema Corte de Justicia es buena; nosotros 
no tenemos un enfrentamiento continuo con ella. Es más: ayer la reunión fue muy buena. Inclusive, 
algunas cosas que dije aquí se las oí decir al doctor Chediak, quien mencionó que habían sido omisos 
al pedir una sola vez, al no reiterar. 


El sistema nos parece bueno, así como también la forma en que se dio. No creemos que haya 
una confrontación permanente, más allá de que existan distintos enfoques. Nuestro relacionamiento es 
muy bueno y lo quiero dejar bien en claro para que no haya confusiones. 


SEÑOR GARCÍA.- Faltaría la información referida a los números. 


SEÑOR MINISTRO.- No di números. Dije que el sistema empezó a funcionar en mayo de 2016 y que 
mañana nos vamos a reunir con el doctor que designó la Suprema Corte de Justicia para establecer el 
acuerdo. En todo momento hablé de que se designó a quien ¡ba a recibir los datos, pero también dije — 
y nadie lo tomó en cuenta— que, además, había que hacer un acuerdo, el que no fue realizado. 
Entonces, mañana se va a hacer la reunión para establecer el acuerdo sobre cómo se van a trasmitir 
los datos que se van a informar en el correr de la semana. 


Como dije, yo no conozco los datos; por lo tanto, no puedo responder la pregunta. Cuando 
tengamos los datos, los informaremos. Ellos van a hacer referencia a cuántas veces se pidió una 
interceptación, cuántas aceptó un juez y cuántas rechazó, y cuántas veces se realizó realmente la 
interceptación. Estos van a ser los datos; no va a haber nombres en juego. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más planteos, pasamos a consultar a los miembros de la comisión 
para saber si estamos todos de acuerdo con el planteo de los señores senadores Michelini y Vassallo, 
vinculado a convocar a los representantes de la Suprema Corte de Justicia y de las telefónicas para 
intercambiar opiniones sobre este tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Y también para que podamos consultar sobre el funcionamiento del sistema y si 
es necesario una futura ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, si todos están de acuerdo estaríamos enviando la versión 
taquigráfica a la Suprema Corte de Justicia y a las telefónicas para que cuando sean convocadas estén 
al tanto de la discusión que se dio en la comisión. 


(Apoyados) 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 19:23). 
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